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r e s um e n
Las reglas jurídicas que pretenden prevenir los conflictos o resolverlos para 
mantener la armonía social sufren continuas modificaciones en la medida que 
surgen nuevas aspiraciones del conjunto de una sociedad. Ello trae consigo 
dificultades que pueden a su vez generar nuevos conflictos. Por ejemplo, para 
establecer cómo aplicar normas a quienes en diferentes momentos tuvieron 
el mismo comportamiento, cómo definir quién habrá de ser el operador ju-
rídico que imponga esas disposiciones o precisar cuál procedimiento es más 
garantista de los derechos ciudadanos. En ese escrito fundamentalmente se 
trata de este último aspecto y propone una solución.
pa la b ra s  c la e
Régimen Sancionatorio Ambiental, debido proceso administrativo, régi-
men probatorio, legalidad.       
 
a b s t rac t
The legal rules that seek to prevent and solve conflicts to maintain social 
harmony, undergo continuous modifications as new aspirations arise from 
society as a whole. This brings along difficulties that can generate new con-
flicts. For example to establish how to apply rules to those who at different 
times had the same behavior, how to define who will be the legal operator 
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that imposes those provisions or specify which procedure is more guarantor 
o  citizens’ rights. This paper it is fundamentally about the latter aspect and 
the proposal for a solution. 
 
k e y  wo r d s
Environmental sanctioning regime, Due Administrative Process, Tests, 
legality.
       
   i n t ro d u c c i  n
La justicia es un servicio público a cargo del Estado. Y probablemente el 
mayor pilar de un Estado de derecho moderno. Es la justicia la que garan-
tiza la igualdad, el respeto para todos, la custodia de los equilibrios y la 
libertad. Por eso es tan importante tratar y ahondar en los mecanismos que 
tiene el derecho ambiental colombiano para imponer la paz y la concordia 
en la sociedad, que en nuestro criterio se puede alcanzar de dos maneras: 
previniendo, mediante un marco legal que abarque el uso de los recursos 
naturales, el uso de los denominados elementos ambientales, y el manejo 
de los impactos por actividades antrópicas que cohíban las infracciones, o 
reprimiendo y sancionando con un régimen sancionatorio, si esas infracciones 
lamentablemente ocurren.
La justicia también es importante como elemento impulsador de mejor 
calidad de vida para la población. Como bien expresó recientemente el rector 
de la Universidad del Rosario, el servicio público de impartir justicia afecta 
la calidad de vida de “Una clase social que en Colombia sigue siendo muy 
endeble por la ausencia de empleo estable, por la alta informalidad y por 
inadecuados estándares de la calidad en la prestación de servicios públicos 
como salud, educación, justicia y vivienda” (Restrepo, 217: 8). Lo cual 
para nosotros destaca cuán importante es trabajar para que desde los terri-
torios (los entes corporativos son el mejor ejemplo, en materia ambiental, 
para hacerlo) se finquen los pilares de mejores estándares de la sociedad. 
Podemos adicionar a ello la descripción del impacto social e institucional que 
trae consigo la falta de justicia o la aplicación indebida de la misma, con las 
palabras escritas de la periodista Piedad Bonett quien, tratando de explicar 
la posición en que quedan los ciudadanos ante tantos hechos de violencia y 
delito en Colombia, es decir, sin una respuesta satisfactoria, señala: 
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Detrás de todas las posibles explicaciones están las mismas respuestas: corrupción, 
venalidad, negligencia, ausencia de prevención, burocracia e impunidad. Estas 
situaciones son repetidas una y otra vez, seguidas de indignación y promesas de 
investigaciones, tienen un efecto devastador en el ciudadano: de desamparo, de 
impotencia, de ausencia de confianza en las autoridades (217: 8).
Hoy las corporaciones autónomas regionales y las de desarrollo sostenible, 
los grandes centros urbanos y los distritos con régimen especial, entre otros, 
todos competentes para adelantar procesos sancionatorios ambientales, 
tienen inventarios de expedientes contentivos de trámites que reflejan la 
realidad nacional, los cuales suman mucho más que todos aquellos relacio-
nados con permisos, concesiones o licencias ambientales. Aunque es irónico 
que sean más los expedientes sancionatorios que aquellos que apuntan a los 
instrumentos de administración de los recursos naturales renovables, hay 
que reconocer que esto puede explicarse por la existencia, en materia am-
biental, de ansias de justicia y de reproches ante las infracciones. Por otra 
parte, las autoridades competentes para prevenir, adelantar o decidir los 
procesos sancionatorios ambientales están viendo desbordada su capacidad 
para cumplir con algunos de los pasos o ritos necesarios para garantizar 
el debido proceso o respetar los términos procesales; existe lo que podría 
describirse como “una angustia procesal” ante el número de expedientes, 
el afán de cumplir los términos legales, las exigencias de los ciudadanos, la 
preocupación justificada por sustituir las medidas preventivas por las san-
ciones, etc. Entre esas omisiones podemos destacar la debida notificación del 
acto de inicio de trámite, la notificación del pliego de cargos, la verificación 
del cumplimiento de las medidas preventivas mientras se decide el proceso 
(además, porque es condicionante de la sanción misma), la concesión de 
oportunidad para controvertir pruebas practicadas luego de presentados 
los descargos, o alegar la conclusión.
Por todo lo anterior es que nos interesamos por buscar una aplicación 
uniforme de las reglas que las autoridades deben seguir para investigar las 
posibles violaciones de las normas ambientales, y para castigar a los respon-
sables. El fortalecimiento de la “justicia ambiental” está ahí, en la igualdad 
de los procedimientos y en la seguridad de que se garanticen los derechos 
del posible infractor y de la sociedad misma, interesada como la que más, 
en las resultas del reproche. Que haya dudas en la aplicación de las normas 
procesales conduce a una inseguridad jurídica, a un resquebrajamiento de 
la confianza del ciudadano en que quien viola las normas será castigado y 
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en que el carácter preventivo del derecho funcione indefectiblemente. Esas 
dudas pueden surgir de las mismas normas. El exceso de normas y la posible 
incompatibilidad entre ellas, manifestada en interpretación y aplicación 
desigual, crea inseguridad y, como decíamos, puede generar trato diferen-
ciado frente a la ley. ¿Está ocurriendo con el régimen sancionatorio que 
evolucionó hacia la Ley 1 en el año 29 frente a conjuntos normativos 
posteriores? De eso trata este artículo.
En estas consideraciones procesales nos vemos en la obligación de 
reconocer la influencia de la experiencia que hemos tenido en el ejercicio 
de la función pública encomendada a los procuradores judiciales agrarios 
y ambientales de Colombia de vigilar el buen transcurrir de los procesos 
sancionatorios ambientales, dado que el artículo 55 de la Ley 1 de 29 
estableció que las autoridades deben comunicarles los autos de apertura y 
terminación de los procesos sancionatorios ambientales, que en la práctica 
hemos tenido que reconsiderar la ponderación entre protección efectiva 
del medio ambiente sano y el desarrollo sostenible nacional y la defensa de 
las garantías fundamentales ciudadanas. Así mismo, precisamente en busca 
de una doctrina que permita dilucidar esas coyunturas jurídicas, conside-
ramos el valioso documento del investigador Álvaro Garro Parra (21: 
44-47), que probablemente fue el primero en plantear la necesidad de ir 
más allá de las posturas iniciales de considerar que las disposiciones sobre 
sancionatorios contenidas en el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo son a lo máximo supletivas, justificando 
la integración normativa1.
No podemos seguir en el desarrollo de este escrito sin dejar sentada la 
importancia de combatir la corrupción desde la lucha contra la ilegalidad de 
toda índole y de cualquier origen. “La ilegalidad es una gran preocupación 
para quienes estamos comprometidos contra la corrupción” (Carrillo, 217) 
manifestó el Procurador General de la Nación, a quien corresponde por 
mandato constitucional la vigilancia del cumplimiento de la Constitución, 
las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos. Así planteado, 
1 Es necesario precisar que, aunque motivado por el texto de álvaro garro parra, desde la 
perspectiva del derecho administrativo, este artículo se ha basado más en nuestra investigación 
desde la perspectiva del derecho ambiental y la experiencia como procurador judicial agrario y 
ambiental. De ahí que hemos planteado como necesidad de integración normativa la búsqueda 
de descongestión con garantías reales para los posibles responsables de las infracciones.
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podemos calcular el alcance de la importancia que tiene establecer la sin-
cronía o integración de un régimen sancionatorio ambiental con las nuevas 
vertientes del derecho administrativo en Colombia.
I .  p o s i c i o n e s  f r e n t e  a  la s  p o s i b l e s 
c o n t ra d i c c i o n e s  n o rm at i a s  e n t r e  la s 
l e y e s  1    d e  2   9  y  1 4  7  d e  2  1 1
Con la adopción de una nueva Constitución Política Colombia hubo de re-
novar sus códigos procesales. Mucho más allá de recuperar la potestad para 
el legislador, que la había cedido en el ejecutivo, de expedir los compendios 
jurídicos, los principios que introdujo la Carta Política al mundo jurídico 
impulsaron cambios en la manera de apreciar el Derecho y aplicar la justicia 
en todos los campos. Especialmente fue necesario ahondar en los mecanismos 
procesales que facilitaran y garantizaran un mejor acceso a la justicia y una 
auténtica salvaguarda de derechos para el ciudadano. Allí, jurídicamente, 
se manifestó el Estado Social de Derecho que propende por apreciar con 
mayor valor al hombre. No es extraño, entonces, que para cuando se expidió 
el Código General del Proceso (Ley 1564 de 212) la ministra de justicia, 
Ruth Stella Correa Palacio, expresara: “El nuevo proceso, sin desechar inne-
cesariamente las bases del Código de 197, introduce la jurisdicción civil a la 
modernidad y establece reglas idóneas y adecuadas para desarrollar, en serio, 
el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia” (212: 1).
No puede ser que las necesidades prácticas de las autoridades ambien-
tales, especialmente cuando ven desbordada su capacidad administrativa 
para atender todos los procesos sancionatorios que de oficio o petición de 
parte deben iniciar, y esto relacionado con el propósito de materializar pro-
gresivamente los objetivos constitucionales del Estado Social de Derecho, 
que exigen cierto margen de apreciación y de discrecionalidad, las lleven a 
omitir derechos fundamentales. Por ello, pese a lo anterior, los fundamentos 
constitucionales para el derecho administrativo formulan una distinción 
que evita pasar de lo discrecional y expedito a lo arbitrario, o lo que pode-
mos denominar “actos administrativos automáticos”, esto es, decisiones 
tomadas sin mayor elucubración donde los procesos son meros ritos que 
siempre conducen al mismo resultado, como está sucediendo con la me-
dida preventiva de suspensión de las actividades, la cual se ha convertido 
en una ineludible forma para las autoridades ambientales con facultades “a 
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prevención” (art. 2.º de la Ley 1) de impedir que se siga cometiendo 
una presunta infracción y por la cual es posible que el principio de la buena 
fe no tenga tampoco aplicación. En efecto, una cosa es que el uso de pro-
rrogativas o poderes exorbitantes supongan una restricción justificada de 
algunos derechos fundamentales de los administrados y otra muy distinta 
que dentro de ese margen restringido se ignoren las garantías mínimas que 
siguen emanando del derecho fundamental al debido proceso. Es por tal 
razón que la regla general, que podría estar manifestada en la Ley 147 de 
211, es la tendencia hacia la proscripción de decisiones administrativas 
inconsultas, dependientes únicamente del libre arbitrio de la autoridad, o 
de decisiones que sean jurídicamente incontrovertibles (Carvajal, 21: 2a)
No criticamos sin motivo la Ley 1 de 29; reconocemos, sí, que es 
un enorme avance para proteger eficazmente los recursos naturales reno-
vables, los demás elementos ambientales y el medio ambiente; también que 
unificó los distintos regímenes sancionatorios creados a partir del Decreto 
ley 2811 de 1974, que precisó las competencias, las medidas preventivas 
y sanciones que se podían imponer, las medidas complementarias para 
recuperar el daño o impacto causados por la infracción, y precisó pasos 
procesales; pero creemos que hubo tal afán por avanzar decididamente en 
la protección ambiental, que se extremó la carga estatal para lograrlo, sin 
percatarse de la garantía igualmente necesaria de los derechos fundamentales 
de los involucrados en los procesos administrativos de reproche; y no puede 
protegerse el medio ambiente sin considerar que se hace precisamente para 
beneplácito del hombre.
A .  a p o rt e s  g e n e ra l e s  pa ra  la  d i s c u s i  n
Los grandes debates internacionales se centran cada día más en los retos 
ambientales, lo cual demuestra que los problemas ambientales crecen en 
importancia para todas las sociedades. Ya es aceptado generalmente que 
desde el punto de vista jurídico, el medio ambiente es el elemento básico 
que permite el ejercicio de los derechos y deberes ciudadanos. 
Si se irrespeta el medio donde se ejercen los derechos y los deberes, será 
imposible hablar del hombre como miembro de una sociedad, pues se estará 
obstaculizando uno de los requisitos esenciales para lograr su desarrollo 
integral como individuo y como pieza clave de la comunidad. Es por eso 
que el medio ambiente debe ser considerado uno de los principales pilares 
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dentro de las estructuras que regulan la vida del hombre. Y precisamente 
se hace necesario crear mecanismos jurídicos para proteger dichos medios 
(Iguarán Arana, 21: 78).
En ocasiones parece que a los conflictos sociales que se suceden en el 
país también se suman los ambientales. “Los resultados del estudio mundial 
Atlas Global de Justicia Ambiental ubica a Colombia en el segundo lugar 
de los países del mundo con mayores conflictos ambientales” (Universidad 
del Norte, 214: 9). Las emergencias que generan los graves y crecientes 
problemas ambientales ya no se pueden resolver de manera tradicional, sino 
que es necesario replantear los mecanismos jurídicos que puedan recomponer 
las relaciones sociales.
Es importante resaltar la importancia de los ritos o procedimientos en 
el ordenamiento jurídico, y al respecto planteamos dos consideraciones: la 
primera, relacionada con la naturaleza del derecho procesal que se funda 
en el contenido del artículo 29 de la Constitución Política, donde se ordena 
aplicar el debido proceso a toda clase de actuaciones judiciales y adminis-
trativas, lo que implica que “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. Y aunque 
más adelante la Constitución también ordena la prevalencia del derecho 
sustancial sobre el procedimental (art. 228), en las codificaciones especiales 
de claro contenido procesal queda establecido que estas son “normas de 
orden público” por lo que tienen dos características: a. Son de obligatorio 
cumplimiento2, y b. Solo se pueden modificar de manera expresa, por la ley.
La segunda consideración, fundada en el funcionalismo de los proce-
dimientos o ritos, nos lleva a recordar la prescripción del artículo 4.º de la 
Ley 1564 de 212 o Código General del Proceso: “Igualdad de las partes. 
El juez debe hacer uso de los poderes que este Código le otorga para lograr 
la igualdad real de las partes” (cursiva fuera de texto). Es con los procedi-
mientos como se garantiza que igualitariamente las partes se presenten ante 
la justicia, cualquiera que ella sea o aplique.
Es por esta función de dar seguridad jurídica al punto de que los ciuda-
danos se sientan atraídos de estar sometidos al imperio del poder que emana 
del Estado, lo que a su vez conduce a fortalecer la existencia de este, que es 
2 Artículo 1 Código General del Proceso (Ley 1564 de 212).
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necesario lo que Marienho  (1977: 4) denomina la “predeterminación 
específica de la conducta administrativa”, que en nuestra interpretación sig-
nifica que la administración pública, en este caso la encargada de administrar 
el medio ambiente y los recursos naturales renovables, debe someter a unas 
mismas reglas de juicio y tomar decisiones con sujeción a reglas señaladas 
de antemano por el derecho frente a los mismos supuestos de hecho y sin 
distinguir entre los individuos. Y porque detrás de ello hay un fin último: 
la existencia y la seguridad del Estado, entendida como que todos aceptan la 
necesidad de que exista un solo orden bajo el cual estén cobijados para 
mantenerse cohesionados, y si esta confianza se resquebraja el Estado ve 
allí su mayor amenaza. 
En la primera publicación que la Universidad Externado de Colombia 
lanzó con ocasión del inicio de vigencia de la Ley 1 de 29, sobre el 
aspecto del funcionalismo del derecho procesal, se manifestaba el aporte 
del régimen sancionatorio ambiental a la existencia y seguridad del Estado de 
la siguiente manera:
… podemos afirmar que la Ley 1 de 29 entra a formar parte del ordena-
miento jurídico con el especial énfasis de ser una disposición, que en materia 
ambiental, busca garantizar la existencia y la seguridad del Estado. No tanto como 
instrumento de paz social, aunque no deja de estar revestido de ese carácter, sino 
como instrumento de garantía de sujeción de los individuos a un predeterminado 
rito que los obliga a dirimir sus conflictos sobre el Medio  colombiano (Cardona 
González, 21: 159).
 Respecto de la inseguridad jurídica nacional, nos parece válido mencionar que desde hace 
tiempo se hizo evidente en Colombia que existen normas inútiles. Basta mencionar que el vi-
ceministro de Promoción de la Justicia, del Ministerio de Justicia, arleys cuesta simanca, en 
una reunión que se llevó a cabo en la Cámara de Servicios Legales de la Asociación Nacional de 
Industriales –andi–,  informó de un trabajo que se venía haciendo para lograr una depuración 
al respecto; señaló que ese esfuerzo había comenzado en 215, cuando se planteó un programa 
denominado “Para la construcción de los criterios y la metodología de depuración normativo”. 
Y al comenzar 216 se iniciaron nueve proyectos piloto para eliminar las normas inútiles de los 
sectores de justicia, interior, ambiente y desarrollo sostenible, minas y energía, ciencia, innovación 
y tecnología, información estadística, inteligencia estratégica, inclusión social y reconciliación y 
deporte. Y destacó que para ello se escogieron cuatro criterios que sirvieran para determinar la 
inutilidad de la norma: 1. Que fuera obsoleta o en desuso, por ejemplo, una ley que regule el uso 
de carruajes; 2. El de la derogación orgánica, cuando una norma es más reciente y completa que 
la que se va a eliminar; . La que aplica especialmente para decretos, cuando el objeto para el 
cual se expidieron ya ha sido ejecutado, y 4. El de las normas temporales que fueron expedidas 
durante los Estados de Excepción y, obvio, estos ya se conjuraron (El Espectador, 217).
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Tener claro el procedimiento por medio del cual los ciudadanos y las 
instituciones se someten a la justicia, con el fin de prevenir o resolver los 
conflictos que puedan suscitar la intervención en el medio natural en que se 
desenvuelve el hombre o por el uso de los recursos naturales renovables, y 
que este sea aplicable sin distingos, hace que toda la sociedad acepte un único 
orden jurídico y un solo origen del poder público. Y a ello contribuye aún 
más a que las reglas generales y los principios se apliquen a todo reproche 
producto del juicio por la responsabilidad por las infracciones.
B .  p o s i c i o n e s  f r e n t e  a  la s  p o s i b l e s 
c o n t ra d i c c i o n e s  n o rm at i a s
Antes de exponer consideraciones alrededor de las posibles contradicciones 
normativas entre las leyes 1 de 29 y 147 de 211, nos parece funda-
mental ahondar en el carácter de los actos expedidos por las autoridades 
ambientales con competencia para adelantar los procesos sancionatorios. En 
la Ley 1 se define con total precisión que las decisiones de las autoridades 
competentes para imponer medidas preventivas y sanciones ambientales 
tienen la naturaleza jurídica de actos administrativos. Y solo bastará revisar, 
entre varios otros, las prescripciones de los artículos 1, 15, 18, 2, 24, 27, 
28, 29,  y 57 para llegar a esta conclusión. Aunque igualmente lo hacen 
el parágrafo del artículo 26, el parágrafo 1.º del artículo 52, y el parágrafo 
del artículo 5.
Como si poco fuera la justificación anterior para denotar la naturaleza 
de las decisiones de las autoridades ambientales en estas materias, la propia 
Ley 147 afianza su carácter de actos administrativos. Por una parte puede 
repasarse lo ordenado por el artículo 2.º: 
Ámbito de aplicación. Las normas de esta Parte Primera del Código se aplican a 
todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público en 
sus distintos órdenes, sectores y niveles, a los órganos autónomos e independientes 
del Estado y a los particulares, cuando cumplan funciones administrativas. A todos 
ellos se les dará el nombre de autoridades […].
Pero, además, nos parece que el hecho de que la que podría considerarse 
como una codificación marco para todas las actuaciones administrativas, o 
de la administración estatal (Ley 147), incluya un procedimiento general, 
integrador o supletivo de todos los demás, también así lo corrobora. Como 
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codificación marco se manifiesta con lo dispuesto en el párrafo tercero del 
artículo 2.º que dispone “Las autoridades sujetarán sus actuaciones a los 
procedimientos que se establecen en este Código, sin perjuicio de los pro-
cedimientos regulados en leyes especiales. En lo no previsto en los mismos 
se aplicarán las disposiciones de este Código […]”, y como procedimiento 
integrador o supletivo, con el artículo 47 que ordena: “Procedimiento ad-
ministrativo sancionatorio. Los procedimientos administrativos de carácter 
sancionatorio no regulados por leyes especiales o por el Código Disciplinario 
Único se sujetarán a las disposiciones de esta Parte Primera del Código. Los 
preceptos de este Código se aplicarán también en lo no previsto por dichas 
leyes […]”.
Respecto de la anterior precisión, en el propósito de establecer si es facti-
ble o necesario hacer una integración normativa entre la Ley 1 de 29 con 
la posterior 147 de 211, deben distinguirse tres posiciones para analizar:
1. Que como la Ley 1 de 29 se refiere a un especial procedimien-
to, para a su vez una especial normativa de efectos de relación (hombre-
naturaleza), esta prevalece y es autónoma sobre la Ley 147 de 211. En 
otras palabras, que solo se aplica la Ley 1 de 29 sin tener en cuenta los 
aspectos procesales de la Ley 147.
Es la que considerábamos aplicable sin discusión cuando se expidió la 
Ley 1 de 29, mientras estuvo vigente el Decreto ley 1 de 1984 por 
el cual se reformó el Código Contencioso Administrativo. Y es que era fácil 
deducirlo, entre otras razones porque la Ley 1 evidentemente era poste-
rior al Decreto 1, y porque mientras el segundo se había expedido bajo el 
imperio de una Constitución Nacional fundada en principios del siglo xix 
cuando por cierto la concepción “ambiental” era antropocéntrica, la segunda 
lo fue bajo una Constitución Política fundada en principios del siglo xx que 
había incorporado un profuso catálogo ecológico encabezado por un nuevo 
modelo de desarrollo sostenible.
Interesante dejar anotado en favor de esta posición que la Ley 147 de 
211 derogó de manera expresa, además del Decreto ley 1 de 1984, varias 
normas anteriores a la Ley 1 de 29, como el Decreto 24 de 1989, 
algunos artículos de la Ley 446 de 1998, las leyes 89 de 2, 954 de 25 
y 117 de 26, un artículo de la Ley 27 de 1996 o el artículo 9.º de la Ley 
962 de 25. Es decir, solo una de las derogatorias expresas de la Ley 147 
de 211 es posterior a la Ley 1, y fueron unos artículos de la Ley 195 de 
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21 sobre descongestión judicial, tema ajeno a las actuaciones administrati-
vas. Pudo haber derogado la Ley 1 y no lo hizo, ratificando su autonomía.
2. Que la Ley 147 de 211 es un conjunto normativo general para todas 
las actuaciones administrativas y por tanto, frente a disposiciones especiales, 
se justifica su aplicación solo para llenar vacíos de las segundas; es decir, es 
supletiva para la Ley 1. Por tanto, se acepta que se apliquen disposicio-
nes generales de la Ley 147 surgidas de los principios que deben gobernar 
a todas las actuaciones administrativas, pero sin que nada específico sobre 
ritos sancionatorios pueda aplicarse en lo ambiental.
Probablemente es la tendencia actual. Reconocer que, como se dice 
coloquialmente, cuando haya vacíos o ausencia normativa se debe acudir 
primero a lo que diga expresamente sobre ese aspecto la Ley 147, y de allí, 
si persiste la duda, y por su remisión, acudir al actual Código General del 
Proceso (Ley 1564 de 212); sin embargo ello presenta dificultades, porque 
supone esencialmente que se presumen los vacíos. Es decir, que se presta 
para que solo cuando la aplicación expresa de la Ley 1 no lo permita, 
y luego cuando el operador jurídico considere que una interpretación del 
mismo texto definitivamente no permita satisfacer su inquietud, se pueda 
acudir a otros ordenamientos. Más claramente, no acepta que haya un cambio 
en la normatividad especial.
. Como variación evolucionada de la anterior posición, por ser poste-
rior, la Ley 147 de 211 exige una integración con todas las regulaciones, 
no importa sin son especiales o no, para “mejorar” las anteriores. Y eso por 
supuesto cobija a la Ley 1, pues al fin y al cabo precisamente la Ley 147 
es una disposición más actualizada y, si se quiere, más moderna, que debe 
irradiar a todas las actuaciones administrativas.
Aunque ya habíamos planteado que del artículo 47 de la Ley 147 se 
desprende el carácter integrador y no solamente supletivo para la Ley 1, 
cuando claramente fija que sus preceptos se aplicarán también en lo no pre-
visto por otras leyes que traten sobre procedimientos administrativos san-
cionatorios, consideramos ahondar en los argumentos en ese mismo sentido. 
a. Por una parte sería sustento de esta posición el hecho innegable de 
que incluso la aplicación de la actividad administrativa preventiva y san-
cionadora establecida en la Ley 1 de 29 está sometida a las reglas o 
delimitaciones generales que fijan los principios administrativos, o para toda 
la administración:
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Dicha potestad se materializa mediante el procedimiento sancionatorio ambiental, 
el cual tiene un carácter administrativo y por tanto debe regirse por los principios 
constitucionales y legales establecidos para ese tipo de actuaciones, así como por 
los principios de política ambiental contenidos en la Ley 99 de 199 (Sánchez 
Pérez, 217a).
En cuanto a la necesidad imperante de traer la aplicación de los principios 
que limitan las actuaciones administrativas en Colombia, concretamente, 
para un desarrollo del proceso sancionatorio ambiental, nos parece pertinente 
esta afirmación del investigador Bernardo Carvajal (21: 11b):
Puede también entenderse que el debido proceso administrativo debe 
ser interpretado y aplicado junto con otros principios, escritos o no escritos, 
explícitos o implícitos, que completan su sentido normativo. Dicho de otro 
modo, el principio del debido proceso está ciertamente contemplado dentro 
del enunciado normativo del artículo 29 de la Constitución de 1991, pero su 
contenido no se reduce a las referencias allí contempladas.
Cabe decir que el derecho ambiental se inscribe dentro del ordenamien-
to jurídico colombiano como parte integral del derecho administrativo, y 
como tal, sigue los lineamientos y se integrar a las reglas que rigen todos los 
actos de la administración pública. Es decir que todos los procedimientos 
administrativos tienen unas reglas generales delimitadas por el derecho 
administrativo, incluidas las del procedimiento y a su vez las especiales 
sancionatorias. Siendo entonces el procedimiento sancionatorio ambiental 
un procedimiento administrativo, o que debe seguir la administración, debe 
terminar integrado con esos principios y reglas generales. 
b. Desde nuestra perspectiva debe haber integración frente a las posibles 
contradicciones normativas entre las leyes 1 de 29 y 147 de 211 
para garantizar un solo procedimiento; uno solo para que no conduzca a la 
confusión ciudadana. La aplicación de las medidas preventivas y sanciones 
que hoy establece la Ley 1 surge de infracciones en materia ambiental4, 
es decir, acciones u omisiones que violan la normatividad ambiental vigente 
según la mayoría de las reglas ambientales desde la Ley 2 de 197, pasando 
por el Decreto ley 2811 de 1974, las leyes 99 de 199 y 165 de 1994, y el 
4 Es necesario precisar que aunque para efectos argumentativos hacemos referencia solo a las 
infracciones ambientales surgidas por violación normativa (legal o contenida en los actos adminis-
trativos de las autoridades ambientales) el artículo 5.º de la Ley 1 de 29 también contempla 
que surjan por daño.
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Decreto Único Reglamentario 176 de 215, entre otras (Sánchez Pérez, 
217b), pero en tanto estas puedan interpretarse y aplicarse garantizando 
que todos los ciudadanos estén sometidos a las mismas reglas y siguiendo 
un mismo procedimiento; esto es, que se impone la necesidad de integrar 
al procedimiento consagrado en la Ley 1 de 29 las disposiciones in-
troducidas por la Ley 147 de 211, para garantizar el debido proceso como 
fue expuesto al principio de este artículo. 
c. La Ley 147 de 211, con la cual se expidió el Código de Procedimien-
to Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se sintonizó con los 
postulados más garantistas de la Constitución Política, los cuales fueron y 
siguen siendo desarrollados por la jurisprudencia que desde 1992 ha sentado 
especialmente la Corte Constitucional, dando más protección al ciudadano 
frente a la administración. Obvio, pues a ella se le confía la guarda de la 
integridad y supremacía de la Constitución. Adicionalmente, las disposi-
ciones de la Ley 147 de 211 se remiten en los aspectos no regulados allí 
a las disposiciones del “Código de procedimiento Civil” (art. 267) que hoy 
viene a ser el Código General del Proceso (Ley 1564 de 212). Por tanto, 
es perfectamente aplicable a la Ley 1 de 29 no solo lo establecido en 
la Ley 147 de 211 sino las reglas que trae el Código General del Proceso, 
como aquella que prevé su artículo 12 en cuanto dice “A falta de estas, el juez 
determinará la forma de realizar los actos procesales con observancia de los 
principios constitucionales y los generales del derecho procesal, procurando 
hacer efectivo el derecho sustancial”.
Concluimos este acápite redondeando lo planteado. Si la finalidad cons-
titucional del debido proceso es la realización del derecho sustancial, que en 
materia ambiental es la protección efectiva del medio ambiente como medio 
indispensable para la realización de todos los demás derechos y obligaciones 
del hombre; si los principios constitucionales y procesales que deben preva-
lecer en los procesos o ritos sancionatorios ambientales son los que traen la 
Constitución y las leyes 147 de 211 y 1564 de 212, y todas ellas irradian 
y condicionan a la Ley 1 de 29; y en estos procesos debe prevalecer 
el derecho sustancial de la sociedad al medio ambiente sano logrando el fin 
último de garantizar la existencia y seguridad del Estado colombiano por 
medio del acceso a la justicia ambiental en condiciones de igualdad es porque 
hay que integrar lo dispuesto en la Ley 147 a la Ley 1.
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I I .  a s p e c to s  d e  i n t e g rac i  n  n o rm at i a  d e 
la  l e y  1    d e  2   9  c o n  la  l ey  1 4  7  d e  2  1 1 
En Colombia el modelo de desarrollo sostenible comenzó a tomar forma 
a partir de la Constitución de 1991 (art. 8), con el reconocimiento de los 
derechos y deberes ambientales (arts. 78 y siguientes), y la distribución de 
las cargas de responsabilidad entre el Estado y los ciudadanos (art. 8.º). 
Y aunque es cierto que Colombia se introdujo de lleno en la protección 
ambiental mediante normas expresas con la expedición de la Ley 2 de 
197, y luego con el Código Nacional de Recursos Naturales Renovales y 
de Protección Ambiental en el año 1974, aún no se ha logrado del todo el 
cambio de modelo de crecimiento que predominó durante la mayor parte del 
siglo xx, soportado en patrones de producción y consumo que implicaban 
altos costos ambientales, tales como el vertimiento de aguas residuales, las 
emisiones atmosféricas descontroladas, la deforestación, la destrucción de 
los ecosistemas y la producción de residuos tóxicos que son asumidos por 
el conjunto de la sociedad y no por quienes los generan (Sánchez Pérez, 
217c). Ha sido necesario adoptar también instrumentos coercitivos cada 
vez más rigurosos.
En desarrollo de la potestad sancionatoria del Estado las autoridades am-
bientales están facultadas para adelantar procesos encaminados a determinar 
la responsabilidad administrativa de las personas naturales o jurídicas por la 
comisión de infracciones ambientales. La Ley 1 de 29 consagra como 
infracciones ambientales, por una parte, la violación de la normas ambienta-
les (incluidos los actos administrativos emanados de la autoridad ambiental 
competente), y por otra, la generación de un daño al medio ambiente que 
resulte atribuible a una o varias personas.
La Ley 1 se consideró prácticamente el cierre de la evolución de 
los procedimientos necesarios para investigar las causas y los autores de 
las infracciones que conduzcan a un reproche legal en el campo ambiental. 
Pero años después, con la Ley 147 se actualizó el marco general que debe 
regir todas las actuaciones administrativas, cobijando las de los operadores 
ambientales, con la particularidad de que incluyó un acápite para los proce-
dimientos sancionatorios, generando inquietudes sobre si esas disposiciones 
posteriores afectaban o no las anteriores similares. Como hemos expuesto, 
con respeto por otras posiciones, creemos que estas disyuntivas se resuel-
ven de la mejor manera articulando ambos compendios legales. Veamos a 
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continuación los aspectos de la Ley 147 de 211 que consideramos necesario 
integrar en la Ley 1 de 29.
A .  s e  e  t r em an  la s  g a ra n t  a s  c o n s t i t u c i o na l e s
Varias veces la Corte Constitucional se ha referido al derecho al debido 
proceso y lo ha definido como,
… el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las 
cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia (Sent. C-41 de 214).
Nos parece que aunque, por supuesto, es evidente que la Ley 1 se inscribe 
dentro del marco constitucional dispuesto para las acciones administrativas, 
pues es posterior al ordenamiento superior de la República, no está demás 
que siga extremando las garantías que exige. Y si estas disposiciones sancio-
natorias luego son reconsideradas por normas que enmarcan, sin excepción, 
todas las actuaciones administrativas, ahondando en las garantías procesales 
en favor de los ciudadanos, no pueden omitirse.
Que haya mayores garantías durante los procesos sancionatorios am-
bientales en los que una persona natural o jurídica esté involucrada, siempre 
y cuando no menoscabe las competencias y facultades de las autoridades 
ambientales. Y para ser sinceros, mayores garantías a las segundas de que 
sus investigaciones y sanciones van a estar más sustentadas desde lo técnico 
y jurídico (Cardona González, 217: 15).
B .  s o b r e  e l  d e r e c h o  a  c o n t ro e rt i r  la s  p ru e b a s
En muchos casos las autoridades ambientales competentes para adelantar el 
proceso sancionatorio practican o generan la prueba sin conceder la oportu-
nidad de darle traslado al presunto infractor y así toman una decisión. Por 
ejemplo, cuando luego de concedido el término para presentar descargos, 
el infractor para sustentarlos solicita pruebas, estas son ordenadas por la 
autoridad, y luego entra a decidir sin controvertirlas. En la práctica, todas 
las autoridades ambientales competentes, luego de poner en consideración 
del infractor las pruebas practicadas hasta proferir el pliego de cargos, no 
88 El régimen sancionatorio ambiental luego de la Ley 1437 de 2011
vuelven hacerlo. Y se justifican en que esta etapa procesal no está contem-
plada en la Ley 1 de 29.
Conforme con lo expuesto respecto de la aplicación de los principios 
constitucionales y legales, y especialmente el del debido proceso, en todas 
las actuaciones judiciales o administrativas surge la necesidad de extremar 
el derecho a contradecir las pruebas y argumentos con base en lo cual se 
corre el riesgo de ser sancionado ante una presunta infracción ambiental. El 
numeral 1 del artículo .º de la Ley 147 señala que “En virtud del principio 
del debido proceso, las actuaciones administrativas se adelantarán de con-
formidad con las normas de procedimiento y competencia establecidas en la 
Constitución y la ley, con plena garantía de los derechos de representación, 
defensa y contradicción”. Al integrarse con lo dispuesto en el artículo .º de 
la Ley 1 de 29 debe concluirse que es inevitable aplicarlo plenamente 
en todo el proceso sancionatorio y no solo en una parte.
A su vez, el derecho de contradicción tiene énfasis en el debate pro-
batorio, implica la potestad de presentar pruebas, solicitarlas, “participar 
efectivamente en [su] producción” y en 
… exponer los argumentos en torno a lo que prueban los medios de prueba. En 
suma, esta garantía procesal consiste, primero, en la posibilidad de que el particu-
lar, involucrado en un procedimiento o proceso adelantado por la administración, 
pueda ser escuchado y debatir la posición de la entidad correspondiente; segundo, 
presentar pruebas, solicitar la práctica de las que se considere oportuno y, de ser 
pertinente, participar en su producción; tercero, controvertir, por medio de argumentos 
y pruebas, aquellas que contra él se alleguen; cuarto, la posibilidad de interponer los 
recursos de ley y, quinto, la potestad de ejercer los medios de control previstos por 
el legislador (Corte Constitucional, 216a) (cursiva fuera de texto).
El defecto de impedir que se contradiga la prueba se viene a corregir de 
manera expresa con la Ley 147 de 211, pues ella contempla como etapas 
ineludibles en el proceso sancionatorio, incluido el administrativo ambiental, 
el traslado de las pruebas aportadas con el recurso de reposición, el tras-
lado de las pruebas practicadas con posterioridad al pliego de cargos y el 
traslado para alegar. Decimos de manera expresa porque hay que reconocer 
que algunas corporaciones autónomas regionales, distritos con régimen 
especial (establecimientos públicos ambientales) o grandes centros urbanos 
por extensión de los principios consagrados en la Ley 1 de 29, los de 
la Ley 147 de 212 o incluso, por lo prevenido en la jurisprudencia, ya 
venían permitiendo que esto sucediera. Por supuesto normalmente porque 
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se lo solicitaban las partes involucradas con tales argumentos que los hacen 
impensables de negar.
No parece tener asidero sujetarse taxativa y literalmente a la Ley 1 
cuando el artículo 92 de la Ley 74 de 22, sobre régimen disciplinario, 
que trata de los derechos del investigado, establece: “Como sujeto procesal, 
el investigado tiene los siguientes derechos: […] 4. Solicitar o aportar prue-
bas y controvertirlas, e intervenir en su práctica…”. Si eso es en el régimen 
disciplinario, más evidente hace parecer el derecho del investigado el con-
trovertir cada prueba que se practique dentro del trámite procesal ambiental 
para definir si se le sanciona o no como infractor. Sumemos lo interesante 
que viene a ser para hallar el sentido más acertado de esta integración nor-
mativa, que la Corte Constitucional en la Sentencia C-17 de 24 declaró 
la exequibilidad del numeral 8 del artículo 92 de la Ley 74 de 22.
Jairo Parra Quijano, estudioso colombiano del derecho procesal, desta-
ca lo que ya habíamos advertido acerca de la gran influencia de la reforma 
constitucional que trajo la Carta de 1991 para las garantías ciudadanas de 
acceder a la justicia y hacerse parte de los procesos judiciales o administrati-
vos, particularmente en cuanto a permitir que quien se vea inmiscuido en un 
proceso de juzgamiento pueda controvertir las pruebas que se practican por 
un tercero, la mayoría de las veces quien lo juzga, en los siguientes términos:
Nuestra Constitución consagra en el artículo 29 el derecho a presentar pruebas y 
a controvertirlas. El derecho fundamental a la prueba implica que a ella se debe 
acceder sin obligar al necesitado a realizar actos de proeza o que sencillamente a 
pesar de tener ese derecho, le resulte imposible conseguirla, porque quien la puede 
desahogar es su contraparte y esta no tiene interés en hacerlo (212: 4).
Los aspectos probatorios son fundamentales para el éxito de cualquier pro-
ceso, de ahí lo delicados que resultan. Las pruebas son el pilar inescindible 
e inevitable para tomar decisiones administrativas o judiciales, con mayor 
razón en lo ambiental cuando quien acusa, adelanta el proceso o rito y re-
cauda la prueba normalmente es la misma autoridad. De ninguna manera 
se debe impedir que el investigado pueda controvertirlas o aportar las suyas 
para desvirtuar las acusaciones (Cardona González, 215: 19). 
Una última reflexión al respecto. Dice la Biblia en Lucas 11:46: “Y él 
dijo: ¡Ay de vosotros también, intérpretes de la ley! porque cargáis a los 
hombres con cargas que no pueden llevar, pero vosotros ni aun con un dedo 
las tocáis”. Qué fácil es juzgar con las pruebas que la autoridad practica y 
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solo poder controvertirlas aportando el presunto infractor las suyas, pero 
sometiéndolas al escrutinio y aceptación de las mismas autoridades que lo 
juzgan y deciden.
C .  s o b r e  la  p o s i b i l i da d  d e  a l e g a r
Consideramos que al procedimiento de la Ley 1 se debe integrar la etapa 
de alegatos antes de fallar el proceso sancionatorio ambiental. El artículo 48 
de la Ley 147 de 211 ordena en un aparte: “Período probatorio […] Vencido 
el período probatorio se dará traslado al investigado por diez (1) días para 
que presente los alegatos respectivos”. Se trata probablemente de la inte-
gración más importante que hace al régimen sancionatorio ambiental como 
manifestación de los principios constitucionales y legales sobre el debido 
proceso, pues es el corolario de todas las actuaciones surtidas durante el 
juzgamiento tendiente a establecer la infracción y la responsabilidad sobre 
ella, y es el extremo de la posibilidad de defenderse quien es imputado.
 El artículo 92 de la Ley 74 de 22, sobre régimen disciplinario, cuando 
trata sobre los derechos del investigado, establece: “Como sujeto procesal, 
el investigado tiene los siguientes derechos: […] 8. Presentar alegatos de 
conclusión antes del fallo de primera o única instancia”. Si las disposiciones 
sobre régimen administrativo disciplinario son un marco de referencia en 
materia sancionatoria administrativa5, ¿por qué negar en el ámbito ambien-
tal la posibilidad a la persona jurídica o natural infractora la posibilidad de 
presentar alegatos antes de fallarse el proceso? ¿Qué podría justificarlo a la 
luz de la Constitución Política? Pero, por si fuera poco, es dable mencionar 
que el artículo 55 de la Ley 1474 de 211, por la cual se dictaron normas 
orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción 
de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública, 
y con la cual se hacen modificaciones a la Ley 74 de 22, que venimos 
comentando, ordena que el artículo 169 de la Ley 74 de 22 quede así:
 
5 El artículo  47 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
dispone: “Procedimiento administrativo sancionatorio. Los procedimientos administrativos de 
carácter sancionatorio no regulados por leyes especiales o por el Código Disciplinario Único se 
sujetarán a las disposiciones de esta Parte Primera del Código. Los preceptos de este Código 
se aplicarán también en lo no previsto por dichas leyes” (cursiva fuera de texto).
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Si no hubiere pruebas que practicar o habiéndose practicado las señaladas en la 
etapa de juicio disciplinario, el funcionario de conocimiento mediante auto de 
sustanciación notificable ordenará traslado común de diez (1) días para que los 
sujetos procesales puedan presentar alegatos de conclusión. 
Modificación que tiene dos connotaciones importantes para nuestro propósi-
to: una, que ratifica la necesidad de actualizar el procedimiento sancionatorio 
disciplinario en cuanto a permitir presentar alegatos de conclusión, y dos, que 
precisa la manera y el término para hacer efectivo que el implicado presente 
los alegatos, punto importante para cuando se acepte que esto ocurra en 
el proceso sancionatorio ambiental donde no existe esa precisión. Si el debido 
proceso conlleva, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de un proceso 
judicial o administrativo, la obligación de mantenerse al tanto de las modifi-
caciones al marco jurídico que lo regula, pues su conducta puede acarrear la 
ejecución de actividades que no les han sido asignadas, ejecutarlas conforme 
con un proceso no determinado legalmente o pretermitir actividades que 
afecten el apego legal del proceso o los derechos de los implicados (Corte 
Constitucional, 216b), no se justifica que se omita esa etapa.
Aunado a lo dicho, doctrinariamente se ha comprendido como una ex-
tensión natural del derecho de defensa la posibilidad de presentar alegatos:
[…] concreta la garantía de la participación de los interlocutores en el discurso 
jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de presentar argumentacio-
nes y pruebas. De este modo, el derecho de defensa garantiza la posibilidad de 
concurrir al proceso, hacerse parte en el mismo, defenderse, presentar alegatos y 
pruebas. Cabe decir que este derecho fundamental se concreta en dos derechos: 
en primer lugar el derecho de contradicción, y, en segundo lugar, el derecho a la 
defensa técnica (Bernal Pulido, 25: ).
Los alegatos permiten materializar el derecho a controvertir las pruebas hasta 
el final del proceso sancionatorio. Por ejemplo, fijémonos que el segundo 
párrafo del parágrafo 2 del artículo 2.º del Decreto 678 de 21 prescribe: 
Igualmente, la autoridad ambiental podrá exigirle al presunto infractor, durante el 
trámite del proceso sancionatorio, que tramite las licencias, permisos, concesiones 
y/o autorizaciones ambientales requeridos para el uso, aprovechamiento y/o afec-
tación de los recursos naturales, cuando a ello hubiera lugar y sin que ello implique 
que su otorgamiento lo exima de responsabilidad. 
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Lo cual hace parecer que sin que el proceso haya culminado, y por 
tanto cesadas las oportunidades para defenderse y alegar su exoneración 
de responsabilidad, el presunto infractor es condenado. Porque, aunque 
se trate de una infracción causada por violación normativa, y pudiera serlo 
por no contar con concesión, permiso o licencia ambiental, le es posible a 
la autoridad ambiental exigir que antes de culminar el rito procesal para 
imponer la sanción se le exija o imponga algo; pero, ¿qué pasaría si lo que 
está en discusión, por ejemplo, es la posibilidad de hacer uso de un recurso 
natural por ministerio de la ley, de discutir un derecho de uso adquirido, o 
el dominio privado sobre un recurso natural renovable?
Cerremos este punto: como hemos planteado ya, hace parte del debido 
proceso una adecuada defensa y la posibilidad de alegar sobre todo el acervo 
probatorio con base en el cual la autoridad ambiental va a tomar una decisión 
de si sanciona o no, de qué sanción aplica y qué medidas complementarias 
impone6. ¿Quién puede afirmar lo contrario? En caso de detectar alguna 
posible amenaza al derecho fundamental al debido proceso, incluida la de 
poder presentar alegatos que discutan los argumentos y pruebas que esboza 
la autoridad ambiental para prever una sanción, esta tiene el deber de buscar 
sanear oportunamente la ausencia injustificada en la Ley 1 de 29. “No 
se trata de humildad, por oposición a una eventual arrogancia de la admi-
nistración, sino la voluntad de la autoridad para superar jurídicamente la 
anomalía procesal constatada, consecuente con una actitud de sumisión al 
derecho objetivo fundamental” (Carvajal, 21: 15c).
D .  s o b r e  m e d i da s  p r e  e n t i a s
La mayoría de las corporaciones autónomas regionales contrataron mediante 
prestación de servicios (no incluidos en nómina) profesionales a destajo o 
por metas definidas, lo que generó que se expidieran gran cantidad de autos 
o resoluciones, por ejemplo de inicio de trámite sancionatorio, pero no im-
pulsaron dichos procesos generando dificultades. He ahí una de las causas 
del alto número de inventario de procesos sancionatorios que luego no se 
impulsaron o finiquitaron. Otra consecuencia fue que se tomaron medidas 
preventivas presionadas, además, por comunidades ávidas de ver resultados 
6 Artículo 1 de la Ley 1 y parágrafo .º del artículo 2.º del Decreto 678 de 21.
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cortoplacistas, que se tornaron indefinidas y que en nuestro sentir debería 
ser la mayor preocupación para quienes tienen competencia para adelantar 
procesos sancionatorios ambientales. Pero, ¿qué tienen que ver esas difi-
cultades de las medidas preventivas con una posible integración entre las 
leyes 1 y 147? Varias cosas. La más destacada es que el procedimiento 
administrativo sancionatorio general contemplado en la Ley 147 de 211 
posibilitó las medidas preventivas como conclusión de las averiguaciones 
preliminares que permiten establecer el mérito para adelantar un procedi-
miento sancionatorio. Dicho de otra manera, uno de los avances de la nueva 
codificación de las normas procesales administrativas (no nos referimos a las 
contenciosas administrativas, por supuesto) es que al incluir unos preceptos 
específicos sancionatorios incluyó también la posibilidad de que se indiquen 
con precisión “las sanciones o medidas que serían procedentes” (párr. 2.º 
del art. 47 de la Ley 147 de 211). Se integran también los procedimientos 
en este aspecto poco advertido por la doctrina.
c on c lu s i o n e s
La primera es que Colombia adolece de una seria inseguridad jurídica. Y 
aunque son varias las razones para esta situación, destaca el hecho de que 
siendo un país tan apegado a la ley escrita y preexistente a los actos a los 
que se aplica, no ha sido posible que cada vez que se expida una codificación 
la derogatoria de normas contradictorias sea expresa. Llevamos toda una 
vida republicana rigiéndonos por la letra de la ley y pese a ello no logramos 
identificar todas las disposiciones que riñen entre sí para con las nuevas 
resolver esas disputas.
La segunda, que aunque la tendencia es la aplicación supletiva de la Ley 
147 de 211 sobre la Ley 1 de 29, dadas las expresiones de los artículos 
2.º (parte final) y 47 de la primera, ciertamente se justifica que la Ley 147 
por ser posterior a la 1, la irradia de tal manera que no solo suple lo no 
previsto por la ley que regula especialmente los procedimientos administra-
tivos de carácter sancionatorio ambiental sino que la integra, complementa 
o reforma tácitamente vía la aplicación de los principios constitucionales 
y legales que rigen a partir de ella a todas las actuaciones administrativas 
incluidas las sancionatorias ambientales para las cuales ahora trae órdenes 
precisas que desarrollan esos principios. 
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Y la tercera, que cuando haya un examen de legalidad o eventual consti-
tucionalidad de una aplicación literal de los preceptos procesales de la Ley 
1 y se confronten ante los reclamos ciudadanos con los de la Ley 147 
seguramente la integración normativa con esta garantizará decisiones en 
favor del operador ambiental sancionatorio. Será más fácil para el juzgador 
fallar en favor de un extremo de las garantías que de su restricción.
 b i b l i o g ra f  a
bernal pulido, carlos (25). El derecho de los derechos. Escrito sobre la aplicación de 
los derechos fundamentales, Bogotá, Universidad Externado de Colombia. 
bonnett, piedad. “Desamparados”, El Espectador, Bogotá, 15 de enero de 217.
cardona gonzález, álvaro hernando (21). “Comentarios al nuevo régimen san-
cionatorio ambiental colombiano”, en Nuevo régimen sancionatorio ambiental, 2.ª 
ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia.
cardona gonzález, álvaro hernando. “Régimen sancionatorio ambiental (ii)”, 
Diario del Huila, Sección Opinión, Neiva, 8 de agosto de 215.
cardona gonzález, álvaro hernando. “Novedades en sancionatorio ambiental”, 
Diario del Huila, Sección: Opinión, Neiva, 1.º de abril de 217.
carvajal, bernardo. “Alcance y limitaciones del debido proceso en el procedimiento 
administrativo”, Revista Digital de Derecho Administrativo, n.º 4, 2.º sem. 21
carrillo flórez, fernando. “Con el lavado de activos, cero tolerancia”, Intervención 
en el Congreso de la República, Bogotá, 8 de junio de 217.
correa palacio, ruth stella (212). “Palabras-documentos relacionados con el cgp”, 
en Código General del Proceso, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho Procesal.
El Espectador. “En el país hay 7.719 leyes inútiles”, Sección Judicial, Bogotá, 28 de 
enero de 217.
garro parra, álvaro. “Procedimiento Administrativo Sancionatorio Ambiental a 
partir de la vigencia de la Ley 147 de 211”, Revista de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Políticas, vol. 4, n.º 118, Medellín, Universidad Pontificia Bolivariana, 
enero-junio 21.
95Álvaro Hernando Cardona González
iguarán arana, mario G. (21) “La acción de tutela como mecanismo de protección 
del derecho a un ambiente sano”, Justicia Ambiental, Bogotá, Universidad Exter-
nado de Colombia, Instituto de Estudios del Ministerio Público y car.
marienhoff, miguel santiago (1977). Tratado de derecho administrativo, 2.ª ed. , 
Buenos Aires, Abeledo Perrot.
parra quijano, jairo (212). “Exposición de motivos, ii. En cuanto a las pruebas”, en 
Código General del Proceso, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho Procesal.
restrepo, josé manuel. “De lo nacional a lo local”, El Espectador, Bogotá, 15 de 
enero de 217.
sánchez pérez, germán. “Desarrollo y medio ambiente: una mirada a Colombia”, 
marzo de 22. Disponible en [http://www.fuac.edu.co/revista/M/seis.pdf], 
consultada en junio 2 de 217.
universidad del norte. “El país ya sufre por el cambio climático”, Informativo Uni-
norte, año 12, n.º 86, Barranquilla, marzo-abril de 214.
Corte Constitucional. Sentencia C-41 del 4 de junio de 214, Expediente D-9945, 
M. P.: mauricio gonzález cuervo.
Corte Constitucional. Sentencia T-51 del 1 de febrero de 216, M. P.: gabriel 
eduardo mendoza martelo. 
